[image: image1.png]COMUNIDAD
ANDINA

SECRETARIA GENERAL





Componente Lucha contra el Delito
Programa Regional Andino AECID-CAN
Contratación: Consultoría sobre retroactividad y prescripción de la acción penal para los casos de corrupción
	1. ANTECEDENTES

	La Comunidad Andina (CAN) es una organización subregional conformada por los países de Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú que decidieron unirse voluntariamente con el objetivo de alcanzar un desarrollo más acelerado, equilibrado y autónomo. 

Dentro del marco de expectativas comunitarias, se planteó profundizar la integración contribuyendo de manera efectiva al desarrollo humano sustentable y equitativo, respetando la diversidad y asimetrías que aglutinan las diferentes visiones, modelos y enfoques.

Uno de los logros de la CAN es la creación y fortalecimiento del orden jurídico andino con la adopción de nuevas normas comunitarias, cuya característica trascendental es la supranacionalidad. En materia de lucha contra la corrupción, el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores emitió la Decisión 668 que aprueba el Plan Andino de Lucha contra la Corrupción, cuyo objetivo general es promover el establecimiento de políticas, estrategias, metas y mecanismos para aumentar la eficacia y eficiencia en la lucha contra la corrupción a través de acciones de cooperación, con el objetivo de compatibilizar la normativa de los países miembros, cuando su ordenamiento jurídico lo permita y adoptar estrategias comunes para erradicar la corrupción. Para tal efecto, se crea el Comité Ejecutivo Andino del Plan de Lucha contra la Corrupción.

En ese contexto, el Comité Ejecutivo Andino se ha reunido en dos oportunidades, a efectos de dar cumplimiento a los compromisos asumidos por los países miembros en la Decisión 668. En la II Reunión llevada a cabo en la ciudad de Bogotá, Colombia, los días 29 y 30 de abril de 2008, se saludaron los avances registrados en el cumplimiento de los compromisos asumidos en la I Reunión del Comité Ejecutivo (Quito, 11-12 de setiembre de 2007), que permitieron afianzar los lazos que unen a los países miembros de la CAN en su lucha contra la corrupción, concluyendo en la definición del  Programa de Acción 2008-2009.

En ese marco, se ha impulsado la formulación de acciones conjuntas y concretas  orientadas a eliminar barreras que impidan el eficaz y oportuno procesamiento de requisitoriados o procesados por delitos de corrupción, evitando la impunidad, así como respecto a acciones en relación a la recuperación de activos.
Tanto la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, la Convención Interamericana contra la Corrupción y la de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, establecen la obligación de adoptar medidas legislativas o de otro carácter que sean necesarias para la investigación, procesamiento y sanción de actos de corrupción con arreglo a su derecho interno.
Ello con miras a cubrir los vacíos y superar las diferencias en las regulaciones existentes en los diferentes Estados, situación de la que suelen aprovecharse aquellos que cometen este tipo de ilícitos, ya sea para conseguir la impunidad de sus actos, o para ocultar los efectos de estos ilícitos, evadiendo la acción de la justicia. 

En tal sentido, el citado Plan Andino de Lucha contra la Corrupción señala dentro de las Medidas de Acción a tomar que, en el ámbito de desarrollo legislativo, el “Comité Ejecutivo Andino realizará un estudio de legislación comparada, con la participación de los Países Miembros, para contribuir con la elaboración de propuestas de adecuación y armonización de las legislaciones nacionales a las disposiciones de las Convenciones Internacionales.” (VII.3.1) Ello hace necesario un estudio comparado de la normativa interna de los países miembros vinculada específicamente a la persecución de estos ilícitos. 

El tiempo juega un rol fundamental para la investigación y sanción de estos delitos, los mismos que por su propia naturaleza son de difícil persecución. En efecto, se trata de ilícitos en los que el agraviado es el Estado –también conocidos como delitos sin víctima-, y los sujetos activos son funcionarios públicos, por lo que el cargo que desempeñan los coloca en una situación privilegiada que facilita el encubrimiento del delito y en muchos casos gozan de privilegios e inmunidades que dificultan el procesamiento de los mismos. En este sentido, resulta de vital importancia analizar la regulación de la aplicación de la ley penal y procesal penal en el tiempo, para determinar el alcance de las nuevas regulaciones en esta materia al interior de los países miembros, respecto de la investigación, procesamiento y sanción de estas conductas. 

Por otro lado, también resulta de vital importancia el tiempo que tiene el Estado para investigar, procesar y sancionar a quienes hayan participado en estas actividades delictivas. Por ello, tanto la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción (art. 29), como la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (art. 11.5) establecen la obligación de los Estados parte, de establecer un plazo de prescripción amplio o prolongado para iniciar procesos por la comisión de delitos de corrupción, y uno todavía mayor –o la interrupción del mismo- cuando el presunto delincuente haya eludido la administración de justicia.

De esta manera, la implementación del Plan Andino de Lucha contra la Corrupción, debe incluir un estudio sobre las legislaciones nacionales de los Países Miembros, con miras a identificar el alcance de las leyes penales y procesales penales en el tiempo, así como los plazos de prescripción que determinan el tiempo con que cuentan los Estados para perseguir estos graves ilícitos. Ello permitirá en el futuro la armonización de la legislación relativa a estos temas, observando lo previsto en los Tratados Internacionales de la materia ratificados por los Países Miembros, y siempre con arreglo al derecho interno de los mismos.

Los países miembros de la CAN, a través de los años han reafirmado su voluntad y compromiso en combatir frontalmente a la corrupción, por cuanto constituye un fenómeno pernicioso que menoscaba los recursos públicos, reduce la posibilidad de desarrollo de nuestros pueblos y atenta contra las instituciones y el sistema democrático. A efectos de materializar la voluntad política expresada y teniendo en cuenta que el combate contra la corrupción es responsabilidad de los Estados, resulta necesario realizar un análisis comparado de la legislación de los Países Miembros de 
la CAN relativa a la investigación, procesamiento y sanción de los delitos de corrupción. Para ello, un primer paso importante resulta el estudio de la aplicación de la ley penal y procesal penal en el tiempo en cada uno de los países miembros, lo que incluye un análisis al tratamiento de la retroactividad en estos temas. Asimismo, y con referencia al ámbito temporal de la persecución de estos ilícitos, resulta fundamental un análisis comparado de las normas relativas a la prescripción de la acción penal y las disposiciones que al respecto se hayan tomado para los casos de corrupción. Ello permitirá determinar el alcance de regulaciones que se vienen tomando para combatir este tipo de criminalidad, tanto en sus aspectos sustantivos como procesales, no solo a nivel interno, sino también internacional, incluyendo las normas de cooperación judicial al respecto. 

Para tales efectos, es necesaria la contratación de una consultoría especializada, la cual con criterio técnico – jurídico efectúe un diagnóstico y proyecte propuestas específicas en los Países Miembros, con el fin de presentar un Informe que contenga el diseño para concretar las expectativas anteriormente argüidas. 




	2. OBJETO DEL CONTRATO

	Desarrollar una consultoría especializada para efectuar un diagnóstico y elaborar un plan de implementación, con criterio técnico-jurídico, sobre la retroactividad y la prescripción de la acción penal para los casos de corrupción en el marco de las políticas comunitarias.



	3. MODALIDAD DE CONTRATACIÓN

	Contrato de servicios por producto determinado 




	4. OBJETIVO DE LA CONTRATACIÓN

	Objetivo general:

Llevar a cabo un análisis comparado de la regulación sobre la vigencia temporal de la legislación penal y procesal penal en los países miembros, incluyendo el tema de la retroactividad, así como a la prescripción de la acción penal para los casos de corrupción. De esta manera, se evaluará el alcance temporal de la legislación anticorrupción de los países miembros, y los límites temporales impuestos al ejercicio del poder punitivo del Estado en estos supuestos. 
Objetivos específicos:

a) Analizar el tratamiento jurídico sobre la aplicación de la ley penal y procesal penal en el tiempo en los Países Miembros, incluyendo el análisis de la retroactividad, así como la existencia de normas al respecto que se apliquen específicamente para los casos de corrupción, de ser el caso. 
b) Analizar el tratamiento legislativo de la prescripción de la acción penal en los Países Miembros, e identificar los plazos previstos para los casos de corrupción.

c) Identificar las principales teorías, jurisprudencia y práctica en materia constitucional y penal sobre aplicación y prescripción de la ley penal en normativa anticorrupción  en los países miembros.

d) Fijar las bases  para la implementación y  estrategia de sostenibilidad en el tiempo de la acción propuesta




	5. ACTIVIDADES A REALIZAR

	La consultoría tendrá las siguientes actividades:

a) Coordinar con las Autoridades de los Órganos Judiciales de los Países Miembros para solicitar la información necesaria, así como informar sobre los propósitos de la consultoría y recabar la percepción sobre la viabilidad de sus planteamientos.
b) Revisar y sistematizar los materiales recabados en cada País Miembro, así como los concernientes a las Convenciones y acuerdos internacionales sobre la materia. 
c) Identificar socios estratégicos en cada País Miembro, a nivel gubernamental y no gubernamental, para procurar la sostenibilidad futura de los planteamientos resultados de la consultoría. 
d) Identificar, con el aporte de las instituciones identificadas, mecanismos de difusión de los resultados de la consultoría.
e) Cualquier otra actividad que permita cumplir con lo arriba mencionado. 




	6. PERFIL PROFESIONAL:

	Para lograr este trabajo se contará con un equipo de dos consultores, un Coordinador, que tendrá la labor de dar coherencia a trabajo, y un profesional.

Los consultores (un coordinador y un profesional) deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Ser nacionales de alguno de los Países Miembros de la Comunidad Andina y/o asociados de la CAN y tener su residencia en alguno de los mismos.

b) El Coordinador deberá ser de profesión abogado con formación académica de postgrado en el área de manejo de la consultoría, en la especialidad de Derecho Penal, Derecho Internacional Público, así como en temas de lucha contra la corrupción. El Profesional deberá ser de profesión abogado y tener experiencia en los campos materia de la contratación.

c) El Coordinador deberá contar con experiencia profesional como consultor internacional; el profesional deberá tener experiencia de consultorías a nivel nacional.
d) Tanto el Coordinador como el Profesional deberán contar con experiencia en recolección, procesamiento y análisis de información jurídica.

e) El Coordinador deberá tener experiencia en el desarrollo de propuestas legislativas a nivel internacional y preferentemente a nivel de la Comunidad Andina.

f) El Coordinador deberá contar con experiencia en el diseño de proyectos de cooperación técnico – jurídica bajo la metodología del derecho comparado.

g) Los consultores deberán tener capacidad para interactuar con las autoridades de los ministerios, poderes del Estado, asociaciones e instituciones de los Países Miembros de la CAN y de la Secretaria General de la CAN.

h) Los consultores, en el período que dure el trabajo, deberán comprometerse a esta actividad de manera exclusiva.




	7. VALOR ESTIMADO DE LA CONTRATACIÓN

	El valor estimado máximo del contrato es: US$ 20,000 (veinte mil y 00/100 dólares americanos). 
Este valor incluye el costo de la(s) misión(es) a los Países Miembros.
La forma de pago a los consultores será la siguiente:

30% a la presentación y aprobación del cronograma de trabajo y una propuesta metodológica.

30% a la presentación y aprobación del informe de avance emitido.

40% a la entrega y aprobación del informe final.



	8. RESULTADOS O PRODUCTOS ESPERADOS

	Con la consultoría se espera obtener los siguientes resultados:

· Identificar similitudes y diferencias en el tratamiento que los países miembros dan a la aplicación de la ley penal y procesal penal en el tiempo, así como al tema de la retroactividad, en lo que específicamente se refiere a las disposiciones legales emitidas para combatir la corrupción. 
· Determinar la forma más eficiente de tratar estos temas para que la regulación anticorrupción tenga un mayor alcance, y para que el límite temporal para la persecución de estos delitos se establezca de conformidad con la naturaleza de los mismos.
En ese sentido, los consultores deberán entregar los siguientes productos:

1. Un Plan de Trabajo que contenga la metodología sobre la recopilación y sistematización de la información sobre la legislación de los Países Miembros de la Comunidad Andina, respecto al objeto de la consultoría y el cronograma de reuniones hasta la presentación del informe final. Este Plan de Trabajo deberá ser presentado a los siete días de firmado el contrato.

2. Informe de avances, que contenga un diagnóstico y análisis comparado de las legislaciones de los Países Miembros respecto del tratamiento legislativo de la aplicación de la ley penal y procesal en el tiempo, así como de la prescripción de la acción penal. Este informe deberá ser presentado al mes y medio de iniciada la consultoría.
3. Informe final, que analice la forma más eficiente de tratar estos temas para lograr una investigación, procesamiento y sanción más efectivos y eficientes de estos ilícitos, así como una propuesta integral para la implementación de las disposiciones legales (plan de implementación). Este informe deberá ser presentado a los tres meses de iniciada la consultoría y deberá ser revisado por la Secretaría General de la Comunidad Andina y los Países Miembros en la Tercera Reunión del Comité Andino de Lucha contra la Corrupción.



	9. CONDICIONES DE EJECUCIÓN

	9.1. Periodo de ejecución y cronograma
Los servicios profesionales contratados deberán ejecutarse en un periodo total de tres meses, contados a partir de la firma por ambas partes del contrato y seguirán el siguiente cronograma:  
Actividades

Q 1

Q 2

Q 3

Q 4

Q 5

Q 6

Elaboración del Plan de trabajo

Recopilación de información

Elaboración de informes de diagnóstico y legislación comparada

Informe de avances

Diseño de un sistema de cooperación jurídica

Informe final

9.2 Lugar de ejecución

El contrato se desarrollará en Lima, Perú.
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